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Derecho:
Debido proceso, petición y acceso a la administración de justicia
ASUNTO
La Corporación asume el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Jorge Mario Castañeda Flórez contra los Juzgados Primero y Tercero Penales del Circuito de Pereira, como también respecto de los de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de Ibagué y de Cali, buscando la protección de sus derechos fundamentales.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

En punto de los hechos indicó que según pudo establecer en la página web de la Rama Judicial, le figuran muchos procesos en los juzgados de penas de Pereira, también en los de Cali e Ibagué y ante los Juzgados Primero y Tercero Penales del Circuito de esta ciudad, razón por la que envió memorial al centro administrativo de los juzgados de ejecución de penas de esta ciudad, informando tal situación y solicitando se remitiera petición a los diferentes despachos judiciales para que se procediera a la acumulación jurídica de todas las sentencias proferidas en su contra, cuya relación numérica informa.
Aseguró que esos procesos se encuentran en aquellos diversos despachos judiciales, incluso otros en los juzgados que dictaron el fallo, con lo cual se le están afectando sus derechos fundamentales, por lo que pretende se ordene a quien corresponda realizar la acumulación jurídica de las penas con cuatro condenas, de las cuales dos son por homicidio y hurto y las otras por hurto y secuestro simple.
Anexó al libelo tutelar copia de la petición suscrita el 26 de julio de 2010, con el pase de la Asesoría Jurídica de la Penitenciaría Nacional Picaleña de Ibagué.

La actuación.
Admitida la acción y comunicada a los jurídicamente interesados, se pronunciaron los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad de Santiago de Cali, informando que allí no se encuentra radicada ninguna causa contra el señor Castañeda Flórez.
La señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira expresó que en su despacho cursan dos causas contra Jorge Mario Castañeda actualmente con fallo ejecutoriado y que se encuentra descontando la sanción corporal impuesta. También precisó que ante ese despacho no se ha presentado solicitud relacionada con la acumulación de las penas.
La señora Juez Tercero Penal del Circuito dio a conocer que allí cursó un proceso contra Castañeda Flórez por secuestro y hurto calificado, en el que se le impuso 125 meses de prisión y multa de 445 salarios mínimos legales mensuales, el cual se remitió al Juzgado 3º de Ejecución de Penas de esta ciudad.
El señor Juez Coordinador del Sistema Penal Acusatorio de Pereira, remitió una relación de los procesos que allí han cursado contra Jorge Mario Castañeda Flórez y en el mismo sentido se pronunció el Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, haciendo claridad que allí no ha ingresado petición suscrita por el recluso en mención.

Se pronunciaron los señores Jueces Segundo y Tercero de Ejecución de Penas de esta ciudad, respecto de las causas que les han llegado y el trámite que hasta ahora se les ha dado, indicando que allí no se ha radicado petición alguna respecto de la acumulación de penas.

Los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, informaron que  no existe radicación alguna contra el accionante.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Se cuestiona por esta vía la actuación del centro de servicios administrativos de los juzgados de ejecución de penas de Pereira, con ocasión de la petición que dice haber remitido el hoy condenado Castañeda Flórez, para solicitar una acumulación jurídica de las diferentes condenas a él impuestas, ante lo cual arguye violación de los derechos fundamentales al debido proceso, petición y acceso a la administración de justicia.

SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, para invocar directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
El planteamiento del actor se contrae a una petición que dice haber formulado ante el Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, solicitando una acumulación de las diferentes sentencias condenatorias adoptadas en su contra, sin que a la fecha se le haya definido tal situación.
El tema central sobre la reclamación se fundamenta en una presunta afectación de los derechos que la ley procesal concede al actor, quien ha sido condenado con ocasión del trámite de varias causas en diferentes despachos judiciales de esta ciudad, sin que se haya ordenado su acumulación.
Según se informa por el señor Secretario del centro de servicios de los juzgados de ejecución de penas, son cinco las causas en las que se ha infligido condena al señor Castañeda Flórez, así: a cargo del Tercero figuran las causas 2009-14627, 2009-15515 y 8879, en las que se han proferido penas aflictivas de la libertad de 125 meses, 220 meses y 12 años de prisión respectivamente; en el Primero la radicación 2009-15099 en la que se impuso 24 años, 4 meses y 13 días de prisión; y en el Juzgado Segundo está la radicación 2008-10991 con sentencia de 5 años y 2 días de prisión, la que fue enviada a su homólogo de Buga Valle.
Se conoce por el origen del petitum tutelar que el señor Castañeda Flórez se encuentra recluído en la Penitenciaría Nacional de Ibagué –Picaleña- y sin embargo ninguno de los jueces de ejecución de penas en esa ciudad tiene proceso alguno contra el referido.
Respecto de la petición dirigida al Centro de Servicios de Pereira, advierte la Colegiatura que si bien la misma ostenta una nota de la Oficina Jurídica de aquella penitenciaría de fecha 26 de julio de 2010, se desconoce que en efecto se hubiera recibido por su destinatario, ya que adicionalmente presenta otro ‘PASE JURIDICO’ con fecha 17 de noviembre de 2010, y se observa que este escrito de tutela fue presentado en forma personal ante la Oficina de Administración Judicial en esta ciudad por la señora Sandra Patricia Castañeda Flórez el 25 de noviembre pasado.
Destaca la Sala que según información suministrada por el señor Juez Segundo de la misma especialidad de esta ciudad, el señor Castañeda Flórez en la actualidad se halla detenido en razón del proceso que se encuentra radicado en el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga Valle.
En esta medida no cuenta la Colegiatura con un argumento para concluir que efectivamente el derecho de petición que le asiste al detenido Castañeda Flórez, esté siendo vulnerado por los Jueces de Ejecución de Penas de Pereira o por el Centro de Servicios de esos despachos, porque no existe la prueba que determine inequívocamente que el escrito llegó a su destino, ya que contrariamente aquellos servidores judiciales sostienen que allí no se presentó el mismo.
De otra parte, no puede señalarse que exista vulneración al derecho de acceso a la administración de justicia o al debido proceso, porque con el accionar del reo, a través de la respectiva oficina jurídica de la Penitenciaría donde se halla recluido, puede acceder, de ser legalmente posible, a la acumulación de penas que ahora reclama por vía tutelar, ya que el cauce establecido por el artículo 86 Constitucional no es el adecuado para atender este tipo de reclamaciones en virtud de la característica de subsidiariedad de la tutela, lo que significa que previamente debe agotar las vías legales y sólo en su defecto recurrir a la acción constitucional.

En este orden de ideas, los diferentes fallos podrán ser sometidos a decisión de un juez de ejecución de penas para efectos de la posible acumulación que reclama el demandante y de esta manera satisfacer la pretensión de orden legal que le asiste a dicho sentenciado, para lo cual, se reitera, necesariamente se requiere de su iniciativa a través de las solicitudes que con ese propósito debe presentar.
Con todo, no aprecia la Corporación que alguno de los Juzgados accionados esté comprometido en posible vulneración de los derechos de aquél condenado, ya que ni los despachos de Ibagué, ni los de Cali tienen radicado proceso alguno, e igualmente los jueces Primero y Tercero Penales de este Circuito finiquitaron las actuaciones procesales cuya competencia se les había asignado, y de otro lado, el juez que actualmente vigila la ejecución de la sanción es el de Buga pese a que el interno fue remitido por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario al establecimiento de Ibagué.

Como consecuencia de las consideraciones que anteceden, la Sala arriba a la conclusión de que la acción deviene improcedente, como quiera que no surge aquella manifiesta violación de los derechos fundamentales reclamados, de suerte que habrá de negarse la protección. Sin embargo, habrá de expedirse copia de este proveído con destino al Juzgado de ejecución de penas de Buga Valle, para lo de su competencia, toda vez que la carpeta de cada interno debe reposar en el despacho judicial de la sede donde se encuentre recluido.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Negar por improcedente el amparo de los derechos fundamentales invocados por el ciudadano Jorge Mario Castañeda Flórez.

Segundo: Remitir copia de esta sentencia al Juzgado de ejecución de penas y medidas de seguridad de la ciudad de Buga, Valle, para los efectos indicados en la misma.
Tercero: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
    JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado 



    Secretario
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